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Las serias transformaciones registradas en la década de los 90 modi-
ficaron la base social de los sindicatos y afectaron sus vínculos con el
Estado y el sistema político. El mercado de trabajo, envuelto en una
crisis con consecuencias de desocupación y precarización laboral,
disminuyó la fuerza social y política de los sindicatos. Esta crisis re-
flejó las políticas públicas aplicadas durante dicha década, que afec-
taron la estructura empresarial. El Estado también padeció cambios
vinculados con las reformas neoliberales aplicadas en el resto de
América Latina, a tal punto que hicieron restringir su rol. En Argen-
tina, donde la dependencia financiera externa alcanzó límites sin
precedentes, se ha llegado a sostener la instalación de un nuevo mode-
lo económico en los últimos 25 años. En lo que sigue se describen algu-
nas de estas tendencias que impactaron la representación sindical.

Los cambios registrados durante los años 90 modificaron la base social de
los sindicatos y afectaron sus vínculos tradicionales con el Estado y el

sistema político. La crisis del mercado de trabajo, con su secuela de desocu-
pación y precarización laboral, atenuó la fuerza social y política de los sindi-
catos. Esta crisis no fue ajena a las políticas públicas aplicadas durante la
década, que indujeron la apertura de la economía, la privatización de las gran-
des empresas estatales y de la gestión de servicios públicos, que afectaron la
estructura empresaria, ampliando la brecha entre las grandes empresas y el
resto de los agentes económicos, y reduciendo el papel que los empresarios
locales ocupaban en la cúspide del poder económico en las décadas previas.

El Estado también registró transformaciones significativas durante los años
90, afines con las reformas neoliberales aplicadas en el resto de América
Latina que restringieron el rol del Estado. Estas restricciones fueron parti-
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cularmente intensas en Argentina, donde la dependencia financiera exter-
na, en continuidad con la vigente en los 70, alcanzó límites sin precedentes,
lo cual lleva a sostener la instalación de un nuevo modelo económico en el úl-
timo cuarto de siglo. En lo que sigue describiremos algunas de estas tenden-
cias que impactaron la representación sindical.

Crisis del mercado de trabajo y cambio de regulaciones en los años 90

El deterioro de la situación de los asalariados fue una tendencia notoria de
los años 90, anticipada en el curso de la dictadura militar de 1973-1976 y por
la restricción de la capacidad estatal para el manejo de la economía en los
80, fuertemente condicionada por una voluminosa deuda externa y una ele-
vada inflación (Schwarzer, p. 174 y ss.).

La novedad de los años 90 fue la emergencia de tasas de desocupación inédi-
tas para un país que, hacia fines del siglo XIX, se hallaba semidespoblado y
cuya elite dirigente debió estimular la inmigración extranjera para poner en
funcionamiento una economía agroexportadora. Tradicionalmente la demanda
de mano de obra fue superior a la oferta, o se mantuvo en equilibrio con niveles
reducidos de desempleo: en los 70 las tasas de desocupación abierta no supera-
ban 4% de la Población Económicamente Activa (PEA) urbana y durante los
80, pese al estancamiento económico, oscilaron en torno de 6% de la misma. En
cambio, a partir de 1993 la desocupación se multiplicó, llegando a 18% de la
PEA urbana en mayo de 1995; actualmente se mantiene en torno de 14%-15%.
Paralelamente también creció la subocupación horaria –personas que trabajan
menos de 35 horas semanales– que asciende hoy en día a otro 14%. Además,
también creció considerablemente la precarización salarial, esto es, las situa-
ciones en las que el salario se desvincula de garantías de protección social.

Estas tendencias provocaron la disminución de la afiliación sindical y los
recursos derivados de ésta, afectando la capacidad de los sindicatos para
reorientar sus estrategias en el nuevo contexto. El modelo de inserción labo-
ral que acompañó el desarrollo del sindicalismo en Argentina fue el de un
empleo asalariado estable, articulado con servicios de salud, previsión, in-
demnización por despido y otros. Una estimación reciente (Godio et al., pp.
74-75) fija en solo uno de cada seis activos la proporción de trabajadores
incluidos hoy en este modelo de asalariado1. Según esta fuente, el número de

1. Los autores incorporan esos criterios en su texto, lo cual facilita su revisión. La estima-
ción de 50% de asalariados en negro parece excesiva, mientras que en sentido inverso cabría
restar a la cifra consignada a los trabajadores de las PyMEs (empresas de menos de 50
trabajadores), sujetos a un régimen particular. Como la fuente principal utilizada es la EPH,
aplicada sobre los principales mercados de trabajo urbanos, deja de lado los de las pequeñas
ciudades y el grueso del trabajo rural. También subestima el empleo público, al cifrarlo en
900.000 empleados, cantidad inferior a la mitad de la registrada por el Censo de Población
de 1991 –del texto parece desprenderse que se excluye a los docentes y otros empleados de
servicios estatales. Sin embargo, es probable que las correcciones pueden llegar a compen-
sarse entre sí, por lo que no se afectaría mayormente la cifra estimada. Como referencia, el
Censo de Población de 1991 estimaba el total de la PEA en 13,2 millones.
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asalariados que responden al modelo prototípico, sin contar el empleo públi-
co, no sobrepasa 2,4 millones, 40% menos que los registrados a principios de
1991 y representativo de solo 17% de la PEA. Esta evolución se relaciona con
modificaciones en las regulaciones laborales.

En la década de los 90 se modificaron varias regulaciones vigentes hasta la
década anterior, aunque sin sustituir las principales leyes laborales, lo que
introdujo cierta confusión normativa2. Durante sus primeros cuatro años, el
Gobierno nacional había generado normas que restringían la estabilidad de
los empleados públicos y el derecho constitucional de huelga en los servicios
públicos, habilitaban formas de contratación «flexibles» que afectaron el mo-
delo predominante de contrato de trabajo, y habilitaban la negociación colec-
tiva en las empresas, lo cual afectaba el modelo de negociación centralizada
en el nivel de rama, vigente hasta entonces. Durante el segundo mandato
presidencial de Menem, se establecieron algunas normas que disminuyeron
la cantidad de contratos fijados por la Ley de Empleo, subsistiendo actual-
mente solo algunos. Estas normas se agregaron a un marco que permanece y
cuyas instituciones básicas son las leyes de Contrato de Trabajo, Negocia-
ción Colectiva, Asociaciones Sindicales y Obras Sociales.

Esta profusión normativa facilitó la «flexibilización» laboral, disminuyendo
los costos para los empleadores. La orientación «pro-patronal» de las refor-
mas se fundamentó en adecuar las normas a las nuevas condiciones de fun-
cionamiento de la economía, sometida a una apertura externa que favoreció
la competencia de bienes importados en el mercado local, estimulada por la
fijación de la paridad de la moneda local 1 a 1 con el dólar por el Plan de
Convertibilidad de 1991, que dejó como única vía de competitividad la dismi-
nución de costos laborales.

La desocupación y subocupación desplazaron a numerosos trabajadores ha-
cia las fronteras del trabajo asalariado, en relaciones de trabajo ambiguas,
«no registradas», «clandestinas» u otras. Como en Argentina no existe un Es-

2. Entre esas normas se destacan la Ley de Emergencia del Estado, que en 1989 modificó el
estatus de los empleados públicos a través de la suspensión temporaria de la estabilidad en
sus cargos, lo cual posibilitó la remoción de numerosos funcionarios de la Administración
Pública Nacional. En 1990 el Ministerio de Trabajo dictó un decreto reglamentario de la apli-
cación del derecho (constitucional) de huelga en los servicios públicos, con el claro objetivo
de atenuar las presiones de los sindicatos afectados por la privatización de las empresas es-
tatales, y satisfacer al mismo tiempo la demanda de los futuros adquirentes de esas empre-
sas. También en 1990 el Congreso sancionó una Ley del Empleo que estableció una serie de
nuevas figuras contractuales como los contratos por tiempo determinado o a plazo fijo (des-
de 6 meses hasta 2 años), que posibilitaban a las empresas contratar personal sin los costos
de la indemnización por despido para los trabajadores con más de tres meses de antigüedad,
vigente en la Ley de Contrato de Trabajo. Estos nuevos contratos «promovidos» también
eximían parcialmente a los empleadores de aportes y contribuciones previsionales y de obra
social. En 1993, el Gobierno dictó un decreto (denominado Decreto de Desregulación) que
entre más de un centenar de disposiciones, establecía la posibilidad de realizar negociacio-
nes colectivas en el ámbito de las empresas que hasta entonces, por regla general, se cir-
cunscribían al contexto superior de la rama de actividad.
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tado Social al estilo europeo, el costo social de las reformas no tuvo paliativo
o cobertura para los trabajadores marginados del mercado de trabajo formal:
ahora los trabajadores son legalmente precarizados. Parece obvio que el des-
empleo estimuló esta precarización salarial.

Al mismo tiempo se multiplicaron formas de inserción laboral reguladas por
mecanismos derivados del derecho civil o mercantil. Esta erosión del estatus
jurídico de los asalariados se presenta como subcontratación o contratos de
«prestación de servicios», en los que resulta difícil establecer la dependencia
laboral. La subcontratación generó diferencias en las orientaciones sindica-
les: por un lado algunos sindicatos intentaron sostener a los subcontratados
bajo su cobertura, igualando condiciones y garantías de trabajo con los em-
pleados directos; esta fue la estrategia seguida por el Smata (Sindicato de
mecánicos)3 para nuclear a los trabajadores de las terminales automotrices
con sus proveedores autopartistas. En cambio, otros sindicatos concibieron a
los subcontratados como externos a su cobertura, reproduciendo la segmen-
tación entre trabajadores «internos» y «externos». La subcontratación alimen-
tó las prácticas de outsourcing encaradas por las empresas, que las utiliza-
ron como herramienta de gestión y como medio para reducir personal. Los
trabajadores desplazados se integraron en las nuevas empresas como sub-
contratados, o fueron a engrosar las filas de los desocupados. Por una u otra
vía abandonaron la pertenencia sindical previa.

Las nuevas formas de gestión afectaron la capacidad sindical de preservar la
lealtad de los trabajadores. El management surgió como un rival poderoso de
los sindicatos, fenómeno observable en empresas privatizadas cuyos traba-
jadores se desafiliaron del sindicato profundizando la brecha entre personal
sindicalizado y no sindicalizado. Además, las nuevas formas de gestión que
solicitan mayor compromiso con las empresas, afectaron el rol del sindicato
en el lugar de trabajo. La transfererencia de responsabilidades al personal
en las decisiones afectó directamente a supervisores y cuadros medios de las
empresas, despojándolos del poder de mando y/o de sus puestos. Esto agudizó
la fractura de las clases medias y favoreció la emergencia de «nuevos po-
bres»: la inestabilidad en el empleo y el miedo o incertidumbre frente al futu-
ro afectó a vastas capas sociales.

La difusión de la «prestación de servicios» regulada por normas mercantiles
obligó a los trabajadores independientes a proveerse por sí mismos el servi-
cio médico y la seguridad social, relevando a los empleadores de estos apor-
tes. Esto afectó la identidad de los trabajadores, sustituida por una nueva
identidad profesional: muchos asalariados pasaron a microempresarios, sin

3. En Argentina existe una representación sindical propia de los trabajadores y empleados
de la industria automotriz (que incluye a quienes trabajan como dependientes en las con-
cesionarias de venta de automóviles, talleres de autopartes e incluso a talleristas indepen-
dientes), el sindicato de mecánicos, Smata. Este es independiente del sindicato que agrupa
al resto de los trabajadores de la metalurgia y que se agrupan en la Unión Obrera Metalúr-
gica, UOM.
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que sus tareas ni ingresos se hayan modificado. Este desplazamiento se arti-
culó con la privatización de servicios de salud, y con la reforma previsional
que sustituyó las jubilaciones del antiguo sistema universal distributivo por
un sistema de capitalización individual (que generará a mediano plazo una
crisis previsional: actualmente solo 25% de la PEA aporta de modo regular a
las Administradoras de Fondos de Jubilación y Pensión [AFJP], y 40% de los
activos carece de cobertura previsional).

En síntesis, a través de la precarización, la subcontratación, la difusión de
contratos mercantiles, la ruptura de lealtades involucradas en nuevas for-
mas de gestión, los sindicatos perdieron capacidad de reclutamiento y repre-
sentación en el mundo del trabajo. Esta es la diferencia crucial con la época
de consolidación del sindicalismo peronista, cuando la expansión de los mer-
cados urbanos de trabajo con base en el trabajo asalariado estable y protegi-
do favorecía su desarrollo organizativo. Actualmente lo que está en juego es
el propio suelo simbólico en el que emerge la noción de trabajador.

Estrategias de la acción sindical en la era de las reformas neoliberales

La reorientación de las políticas estatales a partir de la presidencia de Menem
en 1989, colocó a los sindicatos a la defensiva y escindió sus orientaciones
estratégicas y organizativas. Las reformas neoliberales fueron aceptadas por
algunos sindicatos y rechazadas por otros, particularmente las que afecta-
ron la legislación orientada a flexibilizar el mercado de trabajo. Las nuevas
condiciones de funcionamiento de la economía derivada de la estabilidad ma-
croeconómica y la apertura a las importaciones, bloquearon las estrategias
orientadas al aumento nominal de salarios: si antes los sindicatos se adap-
taban a la inflación mediante reajustes de salarios nominales, ahora se ven
limitados porque los reajustes no pueden trasladarse a los precios. El esque-
ma de negociación colectiva centralizada fue erosionado, ya que las grandes
empresas se vieron obligadas a pactar condiciones particulares en sus esta-
blecimientos que les permitieran alinear sus precios con los internacionales,
impedidas de trasladar sus costos a los precios como en las condiciones de
economía cerrada. El poder de los sindicatos fue declinando: sus dirigentes
no lograron controlar el Ministerio de Trabajo, y paulatinamente fueron des-
plazados de los cargos electivos del Partido Justicialista (PJ), siendo hoy po-
cos los que quedan en comparación con el nutrido grupo de sindicalistas que
se incorporó al Congreso de la Nación en 1983. Incluso en las recientes elec-
ciones de octubre de 1999, accedieron más sindicalistas al Congreso en las
listas de la Alianza que del PJ.

La influencia sindical se redujo, sea por la carencia de proyectos propios,
hecho reconocido por dirigentes de primera línea que apoyaron las reformas
de Menem, sea por la lógica gubernamental de alianza con los grandes em-
presarios y el establishment financiero. Los dirigentes que apoyaron las re-
formas sin participar en su diseño, debieron reformular sus estrategias para
lograr su incorporación tardía a aquellas. Las reformas neoliberales impul-
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sadas por el Gobierno reforzaron la brecha entre el aparato sindical y los
trabajadores en varias organizaciones. Un ejemplo lo proporciona la reforma
que introdujeron las AFJP, que incorporó a los sindicatos a condición de que
redefinieran la relación con sus afiliados, utilizando la representación para
vender servicios a sus propios representados, definidos ahora como «clien-
tes». Esta brecha entre representantes y representados inaugurada por las
reformas fue definida como «business union» o «sindicalismo de negocios»:
los afiliados sindicales son enfocados como una población «cautiva» para la
venta de servicios.

Las respuestas sindicales a las reformas tendieron a escindirlo en corrientes
y organizaciones competidoras. La orientación predominante de la mayoría
nucleada en la CGT fue «conservadora adaptativa», ya que el eje del inter-
cambio residió en la defensa de las prerrogativas corporativas de los dirigen-
tes sindicales: el monopolio de la representación basado en la personería
gremial, su rol en la negociación colectiva preservando la capacidad de inter-
vención de las cúpulas gremiales, el control de los fondos de obras sociales, la
participación en las listas del PJ y en sus bancas legislativas –especialmente
en la comisión de Legislación Laboral de la Cámara de Diputados. A cambio,
los dirigentes aceptaron la flexibilización laboral, y otorgaron legitimidad al
Gobierno. El costo de esta jugada para los dirigentes sindicales oficialistas
fue el surgimiento de centrales y corrientes alternativas con estrategias di-
ferenciadas.

Para los dirigentes sindicales que no comulgaron con el «modelo» se abrieron
caminos inciertos. En 1989 habían apoyado a Menem, pero la oposición a sus
políticas los llevó inevitablemente a la ruptura: por primera vez, un gobierno
peronista aparecía incapaz de garantizar la unidad sindical. La movilización
social se apoyó sobre los «perdedores» del nuevo modelo económico: trabaja-
dores estatales afectados por el ajuste, pequeños y medianos empresarios,
trabajadores de actividades regionales afectadas por la apertura económica,
desocupados. Los sindicatos opositores formaron coaliciones amplias de «per-
dedores», alentando alternativas al nuevo modelo económico, pero encontra-
ron dificultades para articular situaciones e intereses diversos de sectores de-
bilitados. El éxito para nuclear voluntades fue mayor cuando pudieron aplicar
tácticas «movimentistas» que no se restringían a promover intereses particu-
lares sino derechos ciudadanos y universales4. Otra estrategia fue defender las
conquistas laborales previas, amenazadas por las reformas de la legislación,
que podía articularse parcialmente con el sindicalismo oficialista pero care-
cía de los reaseguros de éste, por lo que también conducía a la ruptura.

4. Este fue el caso del sindicalismo docente, que en la medida que articuló sus reivindicacio-
nes con la defensa de la escuela pública y con la educación como un derecho, halló un fuerte
eco de adhesión en la población. Adhesión que tendía a desvanecerse cuando el sindicalismo
ingresaba en la lógica de negociación de intereses particulares y, aun cuando alcanzara sus
metas, se debilitaba su fuerza reivindicativa y su capacidad de articular coaliciones.
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5. El ex-gobernador de la provincia de Buenos Aires.
6. Se trata de los gobernadores de las tres mayores provincias del país en las que triunfó el
peronismo en las elecciones de octubre de 1999: Carlos Ruckauf en Buenos Aires, Carlos
Reutemann en Santa Fe y J.M. de La Sota en Córdoba.

La coyuntura política actual y los sindicatos

A ocho meses de instalación del gobierno de la Alianza, triunfante en las
elecciones de octubre de 1999, el movimiento sindical presenta un panorama
fluido de corrientes que tienden a concentrarse alrededor de tres centrales
con orientaciones diferenciadas. Una de ellas, la Central de Trabajadores
Argentinos (CTA) fue fundada en los años 90. Las dos restantes se constitu-
yeron por una escisión reciente –ocurrida en mayo de 2000– de la tradicional
Confederación General del Trabajo en una CGT «oficial», y otra «disidente».
Además de diferencias de composición interna y de concepción del modelo
sindical, los cambios registrados en el Gobierno y en los partidos repercuten
en estas diversas corrientes e influyen sobre sus estrategias y acción, dada
la tradicional articulación del sindicalismo con el sistema político y el Esta-
do. La crisis de liderazgo dentro del partido históricamente vinculado con el
sindicalismo, el PJ, sobrevenido luego de la derrota electoral de 1999 tras 10
años de gobierno, y las diferencias dentro de la Alianza, actual coalición go-
bernante, permean el sindicalismo y constituyen al mismo tiempo un factor
de dispersión. Además, la coyuntura política transcurrida desde la instala-
ción del gobierno en diciembre pasado, puso de relieve las diferencias entre
los sindicatos.

El PJ se encuentra afectado por su derrota de 1999, que se traduce como dis-
putas por el liderazgo que oponen al ex-presidente Menem con el candidato
partidario vencido en aquellas elecciones5 y con tres gobernadores de provin-
cias que triunfaron en sus respectivos distritos6. A esta disputa se agregan
los legisladores del PJ, que apelan al poder institucional que invisten para
colocarse como interlocutores del nuevo gobierno. La Alianza gobernante está
constituida por una coalición de partidos, la Unión Cívica Radical –de la cual
proviene el presidente De la Rúa– y los que componen el Frepaso –Frente
País Solidario, del cual proviene el vicepresidente Alvarez. Algunos de sus
legisladores electos proceden de las filas sindicales, tanto de la CTA como de
la CGT disidente, que se incorporaron a la coalición durante las luchas con-
tra el gobierno de Menem en la pasada década.

Las tensiones dentro de este panorama se pusieron de manifiesto en los de-
bates sobre la Reforma laboral encarada por el gobierno aliancista a poco de
asumir, en diciembre de 1999, que fue rechazada en principio por la mayoría
de los dirigentes sindicales, aunque luego se negoció con el sector que inte-
gra la CGT «oficial», y finalmente convertida en Ley por el Congreso –en
mayo de 2000– pese a las protestas y movilizaciones contrarias de la CTA y
la CGT «disidente». Varios dirigentes sindicales y legisladores de la Alianza
sostuvieron una posición contraria a la Ley. Curiosamente, la Alianza reco-
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gió más adhesiones para su propuesta por parte de los dirigentes sindicales
que en los años 90 habían apoyado al gobierno de Menem, que entre los que se
habían opuesto al mismo y habían engrosado las listas del actual oficialismo.

Los contenidos de la Ley, pese a su denominación, distan de constituir una
verdadera reforma laboral. Los dos cambios más significativos que introduce
se refieren a la transformación del eje de validación de los convenios colecti-
vos y a la modificación del periodo de prueba previo a la contratación defini-
tiva en las empresas. Por un lado, habilita las modificaciones que introducen
los convenios colectivos firmados en el ámbito de una empresa o región: mien-
tras que antes regía el principio que las normas del convenio nacional predo-
minaban sobre la empresa o región, ahora son éstas las que prevalecen sobre
las de mayor nivel. Es decir, en una empresa o región se puede acordar un
menor salario que el fijado por el convenio nacional de la actividad. Además,
la nueva norma introdujo la exigencia de renovar los convenios colectivos en
el plazo de dos años a partir de su sanción, habida cuenta que muchos de
ellos permanecen sin modificaciones desde hace un cuarto de siglo.

Por otro lado se extiende el periodo de prueba hasta seis meses –y a un año
en el caso de las PyMEs–, lapso durante el cual las empresas podrán prescin-
dir de sus nuevos empleados sin pagar indemnización por despido. Como
contrapartida de esta flexibilización a la «entrada» de nuevos trabajadores,
las empresas que opten por contratarlos definitivamente obtendrán una re-
baja en los aportes previsionales, medida que tiende teóricamente a estimu-
lar la contratación de trabajadores estables.

El cuestionamiento sindical a esta reforma se basó en el rechazo a la flexibi-
lización laboral, en la contradicción con los postulados electorales de la Alianza
–opuestos a la flexibilización laboral instrumentada por la gestión del ante-
rior gobierno–, y en la oposición a negociar convenios colectivos en el seno de
un contexto recesivo como el que desde hace dos años prevalece en la econo-
mía argentina. Este contexto fortalece las posiciones empresarias de flexibi-
lización «hacia la baja» de los salarios, y debilita a los sindicatos.

Sin embargo, pese al nombre de Reforma y a la cerrada oposición sindical, la
nueva Ley no introdujo modificaciones en el modelo prevaleciente, basado en
el monopolio de la representación por rama, la injerencia estatal en los sindi-
catos a través de la personería gremial, y el predominio de los dirigentes na-
cionales en la negociación colectiva. Los debates en torno de la Reforma cons-
tituyeron una medición de fuerzas del nuevo gobierno frente al sindicalismo
y la oposición justicialista: la coyuntura política prevaleció sobre los conteni-
dos del debate y funcionó como un test de «gobernabilidad».

Para el gobierno de la Alianza la prueba de fuerza pareció consolidar su
capacidad de sostener la gobernabilidad del sistema a través del intercam-
bio político con la oposición. Finalmente, el Gobierno pudo imponerse a tra-
vés de la negociación con las diversas expresiones del PJ, los líderes que
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disputan la conducción del partido opositor, sus elencos de diputados y sena-
dores7 y con diversas fracciones sindicales. Sin embargo, la Alianza afrontó
dificultades para homogeneizar sus filas, habida cuenta del voto en disiden-
cia o abstención de algunos de sus legisladores, y del malestar generado por
la orientación de las reformas, a contramano de sus postulados originales.

7. El acuerdo sobre la norma en la Cámara de Senadores, en la que el opositor PJ detenta
una mayoría absoluta (en la Cámara de Diputados la mayoría es de la Alianza), suscitó una
disputa sorda que aún continúa y cuyo final es impredecible, en torno de la acusación de so-
borno que involucra a funcionarios gubernamentales con algunos senadores de la oposición.
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La nueva norma estaba menos orientada a resolver el problema del elevado
desempleo, verdadero eje de la cuestión social en la Argentina contemporá-
nea, que a satisfacer las expectativas del establishment y de los inversores
externos en cuanto a la capacidad de la Alianza para asegurar la «gobernabi-
lidad».

Para el sindicalismo, el gran derrotado en esta contienda, constituyó una
prueba de las dificultades que afronta para constituirse en un referente ca-
paz de unificar la oposición al Gobierno, antiguo rol que los sindicatos ejer-
cieron durante el mandato de Alfonsín, en los años 80, y frente a los regíme-
nes militares de los 60 cuando el PJ estuvo proscripto. También reflejó la
dificultad sindical para sostener su propia unidad, lo cual se hizo patente en
la coyuntura que siguió a la sanción de la Reforma Laboral, en la que pese a
que todas las fracciones se alinearon contra el Gobierno, al mismo tiempo
profundizaron sus divisiones.

La Reforma fue seguida casi de inmediato por una rebaja de 12% en los sa-
larios de los empleados de la Administración Pública Nacional, dispuesta
por el Gobierno como medida de emergencia para asegurar el ajuste de las
cuentas fiscales, y por el anuncio simultáneo de la desregulación de las obras
sociales controladas por los sindicatos. Esta última medida no está relacio-
nada directamente con el ajuste fiscal, sino que fue acordada con el FMI en
el curso de las negociaciones sobre el equilibrio de las cuentas públicas y el
pago de intereses de la deuda externa. Para los sindicatos, estas medidas
fueron la instancia definitiva para colocarse en la oposición al nuevo gobier-
no, postura sostenida hasta por los dirigentes de la CGT «oficial» que habían
aceptado negociar la Reforma Laboral. En síntesis, los sindicatos se encuen-
tran hoy alineados en la oposición al gobierno de la Alianza, pero divididos
en centrales con orientaciones, estilos y composición diferentes.

Las centrales sindicales

La CTA es la expresión más novedosa del sindicalismo argentino, por su
estructura y propuesta renovadoras del modelo sindical tradicional. Funda-
da formalmente en 1997 como central de trabajadores, plantea desarrollar
un sindicalismo «autónomo, independiente del Estado, los partidos políticos
y las empresas». El grueso de sus filas proviene de sindicatos que nuclean a
empleados públicos, posiblemente el último bastión de empleo estable en Ar-
gentina y del cual surgió su secretario general, Víctor de Genaro, de la Aso-
ciación de Trabajdores del Estado; también integra los sindicatos de docen-
tes primarios8, empleados judiciales y en menor medida industriales y de
servicios. La CTA no solo recluta sus adherentes en el mundo sindical sino
que incorporó, incluso en su dirección, a dirigentes de diversos movimientos
sociales, algunos surgidos de la lucha contra la dictadura militar, y otros que
encabezaron las luchas sociales recientes contra la exclusión y el desempleo.

8. Nucleados en la Confederación de Trabajadores de la Educación (Ctera).
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El modelo sindical que sostiene a la CTA se diferencia netamente del tradi-
cional. La adhesión a la central es individualizada y la elección de su directi-
va se realiza a través del voto directo de sus afiliados. Este perfil le otorga un
carácter de sindicalismo político, ya que la adhesión a la central es tranversal
a los sindicatos de rama, afín al tipo de sindicalismo que prevalece en algu-
nos países europeos como Italia o Francia. Como al mismo tiempo varios de
sus principales dirigentes provienen de los sindicatos tradicionales, organi-
zados como sindicato único por rama, la CTA combina un sindicalismo de
raíz política con otro de raíz corporativa, combinación que la asemeja a la
CUT brasileña, en la que también coexisten esas dimensiones.

Las orientaciones de la CTA enfatizan la búsqueda de un nuevo modelo so-
cio-económico alternativo al neoliberal que predominó en los años 90, a tra-
vés de la reactivación de la demanda interna y el empleo. Lo más novedoso
reside en la articulación social que propone para su búsqueda, integrando la
lucha sindical con movimientos sociales organizados en torno de la defensa
de derechos sociales y civiles. Varios dirigentes sindicales que integran la
CTA se incorporaron a las listas de candidatos de la Alianza y accedieron a
través de esa coalición a la legislatura nacional y a legislaturas provinciales.
Pero el ajuste económico implementado por el nuevo gobierno llevó a la CTA
al campo opositor, y alentó una tendencia en su seno que cobra la forma de
un debate sobre dos opciones alternativas de alineamiento. Por un lado la de
consolidarla como interlocutor social del Gobierno y del sistema político; por
otro lado, constituirla como nueva expresión política frente a la dificultad de
los partidos de abrir cauces alternativos para un nuevo modelo socioeconó-
mico. Este debate acompañó a la CTA desde su origen, y no sería extraño que
resurgiera en la medida de la continuidad de las orientaciones de política
económica del gobierno actual.

Las dos centrales que disputan la sigla de la Confederación General del Tra-
bajo sostienen el modelo sindical tradicional, basado en organizaciones de
rama que designan la directiva de la CGT indirectamente, a través de dele-
gados. Sus diferencias se establecieron en términos de posiciones frente a la
Reforma Laboral, que condujo a la ruptura de la CGT justo cuando sus co-
rrientes internas estaban a punto de acordar la unidad. Mientras que la
CGT «oficial» sostuvo una posición negociadora frente al Gobierno, la CGT
«disidente» sostuvo una estrategia de oposición cerrada, plasmada en movi-
lizaciones. Asimismo, ambas CGT presentan diferencias de composición in-
terna.

La CGT oficial, cuyo secretario general es Saúl Daer, de los trabajadores de
la industria de la alimentación, se compone mayoritariamente de los sindi-
catos que durante los años 90 apoyaron al gobierno justicialista, y sostuvie-
ron una estrategia de negociación en el seno del Estado basada en el inter-
cambio entre el aporte de legitimidad al Gobierno y el incremento de sus
recursos organizativos. Precisamente, la capa de dirigentes que accedió a la
gestión de las nuevas AFJP, aseguradoras de riesgos del trabajo, empresas
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de servicios públicos de electricidad, etc., conforman un sector significativo
de la CGT «oficial» y de su estrategia de intercambio con el poder político.

La CGT disidente muestra una composición heterogénea. Por un lado nuclea
a dirigentes como su secretario general, Hugo Moyano, de los camioneros,
Juan Manuel Palacios, de los conductores del transporte automotor, y Alicia
Castro9, de los aeronavegantes, que se opusieron a Menem en los años 90 y se
mantuvieron al margen del intercambio de legitimidad por recursos de aquel
periodo, conformando una corriente denominada Movimiento de Trabajado-
res Argentinos10 (MTA). Esto los llevó a nutrir las filas de la Alianza en las
elecciones de octubre de 1999, y algunos de sus dirigentes accedieron a car-
gos parlamentarios nacionales y provinciales a través de la coalición. Por otro
lado, se incorporaron a este sector dirigentes de sindicatos como los metalúr-
gicos de la UOM, los obreros de la construcción de la Uocra11 y los mecánicos
del Smata, que si bien sostuvieron el intercambio de legitimidad por recur-
sos organizativos frente al gobierno de Menem, optaron ahora por la oposi-
ción al gobierno de la Alianza a través de la estrategia propuesta por la CGT
disidente. Por último, las movilizaciones de la CGT disidente encuentran el
apoyo de la Corriente Sindical Clasista Combativa (liderada por Carlos San-
tillán, dirigente de empleados municipales de la provincia de Jujuy), nuclea-
miento de izquierda que sostuvo de modo inalterable su oposición tanto al
gobierno de Menem como al actual.

En la CGT disidente predomina la expectativa de reformulación del rol del
Estado más próximo a la tradición peronista, es decir un Estado intervencio-
nista en la economía, capaz de mediar las relaciones entre capital y trabajo y
orientar políticas redistributivas de ingreso favorable a los asalariados. Los
límites de esta visión residen posiblemente en la dificultad de reiterar estra-
tegias tradicionales ante los cambios registrados por la estructura ocupacio-
nal y social, que acota su base de acción.

Tanto para la CGT oficial como para la disidente, sus orientaciones las lle-
van a la articulación política con el PJ, fieles a la tradición peronista, expre-
sada en acuerdos explícitos con legisladores de extracción sindical. En cierto
sentido, la dispersión actual del PJ recubre el corte entre ambas CGT, aun-
que la fluidez de tendencias determina la inestabilidad de las coaliciones,
situación que se prolongará hasta que alguna de aquellas llegue a prevale-
cer y concentre las fuerzas partidarias, tal como ha ocurrido en el pasado.

9. Actual diputada nacional por la Alianza.
10. El MTA se constituyó en 1994 como una corriente sindical integrada por alrededor de 30
organizaciones desprendidas de la CGT, a raíz de una medida de fuerza conjunta con la por
entonces disidente CTA.
11. Unión Obrera de la Construcción de la República Argentina. En el momento de concluir
esta nota, una información periodística daba cuenta que el secretario general de la Uocra y
diputado nacional por el PJ, Gerardo Martínez, pasaría a integrar la comisión directiva de
de la CGT «oficial», como secretario de asuntos gremiales (La Nación, p. 10, 10/8/2000). Esto
muestra la fluidez del panorama político sindical.
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Sin embargo, la dispersión del PJ no es el único factor de escisión entre am-
bas CGT, sino que éste se agrega a diferencias de estrategias frente al Go-
bierno. La estrategia de la CGT oficial, como lo reveló el tratamiento de la
Reforma Laboral, es negociar con el Gobierno a través del lobby parlamenta-
rio y del diálogo directo con funcionarios y operadores políticos. Esta estrate-
gia cuenta con interlocutores en la coalición gobernante, que prosiguen el
clásico intercambio entre el aporte de legitimidad a la acción estatal y el de
recursos para los sindicatos, típico de las relaciones sindicatos/ Estado en
Argentina. Por el contrario, la CGT disidente encara sus relaciones con el
Gobierno a través de movilizaciones y medidas de fuerza que buscan canali-
zar el descontento y los reclamos sociales, combinando en cierto modo las
modalidades de acción de las restantes centrales: el estilo de lucha y movili-
zación social de la CTA, y la articulación política (con el PJ y eventualmente
la Alianza) de la CGT oficialista.

Conclusiones

La división sindical refleja los cambios sociales de las últimas décadas. Hasta
mediados de los años 70 Argentina era un país en vías de industrialización, con
pleno empleo y una trayectoria secular de crecimiento económico, basada en la
expansión del mercado interno, que alentaba los ideales de progreso de las
mayorías, pese a la crónica inestabilidad política (expresada en recurrentes
golpes de Estado). Pero el modelo instalado en el último cuarto de siglo basado
en la apertura y en la dependencia de los flujos de inversión financiera exter-
na, indujo un comportamiento cíclico pronunciado con alzas y caídas producti-
vas recurrentes y una tendencia al estancamiento económico en el largo plazo,
que hasta ahora no ha sido revertida12. El reflejo de este modelo en el plano
social muestra los perfiles de un cuadro ya clásico en América Latina: incre-
mento de las desigualdades como contrapartida de la concentración del ingre-
so, crecimiento de la pobreza, de la subocupación y la desocupación.

En este nuevo modelo, sindicatos y empresas encuentran un límite para soste-
ner su dinámica tradicional de presión sobre el Estado a fin de obtener bene-
ficios sectoriales. Límite puesto precisamente por la emergencia de un actor
clave constituido por inversores financieros externos que, a través de la pre-
sión ejercida para el cumplimiento de los compromisos derivados de la volumi-
nosa y creciente deuda externa, viene a disputar los excedentes que en el an-
tiguo modelo económico se repartían según la puja distributiva interna. Este
nuevo actor influye y opera internamente a través de su articulación con el
establishment financiero local, y de un predominio ideológico que se expresó
con fuerza durante los años 90, que explica la orientación favorable a la re-
ducción del déficit público y del gasto social y reformas neoliberales como

12. Pese a la insistencia de los voceros del establishment en el supuesto crecimiento econó-
mico de los años 90 en Argentina, basado en la comparación del PBI entre los años –puntas
del periodo– 1990-1999, la curva de evolución del PBI muestra un profundo carácter cíclico:
recesión 1989-1990, reactivación 1991-1994, recesión 1995-1996, reactivación 1996-1997,
recesión 1998 hasta hoy, julio 2000.
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privatización de empresas estatales, flexibilización laboral, eliminación de
controles institucionales para el ingreso/egreso de capitales, etc.

No obstante es posible detectar algunas tendencias favorables. La emer-
gencia de organizaciones nuevas en el campo sindical y social muestran la
vitalidad de una sociedad que no se resigna a padecer la crisis y el ajuste
sistemático como horizonte económico. La continuidad del Mercosur indica
la firme voluntad política para orientar la integración más allá de las dificul-
tades comerciales de algunos sectores, es decir, sin restringirla a su pura dimen-
sión económica. El fracaso de la opción neoliberal para consolidar un modelo
económico social relativamente estable con la consiguiente, aunque lenta, re-
valorización del papel del Estado, constituyen también tendencias que, de afian-
zarse, auguran posibilidades de construcción de alternativas sociopolíticas.

Es posible que estas tendencias favorables se consoliden, a condición de no
restringir la gobernabilidad a la relación del gobierno con el establishment,
sino ampliándola a través de una profundización de los lazos entre el Estado
y la sociedad civil, de la consolidación democrática y una orientación firme
hacia el desarrollo económico.
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